
QUE REFORMA EL ARTÍCULO 65 BIS 4 DE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL 
CONSUMIDOR, A CARGO DEL DIPUTADO SALVADOR ARELLANO GUZMÁN, DEL GRUPO 
PARLAMENTARIO DEL PRI 

El suscrito, Salvador Arellano Guzmán, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario 
Institucional en la LXII Legislatura, en ejercicio de la facultad que confieren la fracción II del artículo 71 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del 
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de 
decreto por el que se adiciona un tercer párrafo al artículo 65 Bis 4 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, 
al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Esta iniciativa tiene como objetivo establecer entre las obligaciones de transparencia de las operaciones de las 
casas de empeño el derecho que tienen los pignorantes a liquidar anticipadamente el préstamo, con la consiguiente 
reducción de intereses para la pronta y ágil recuperación de sus prendas; y con esta medida establecer una justa 
defensa del patrimonio de los usuarios de estos servicios. 

Los clientes más asiduos del préstamo prendario son los mexicanos de más bajos ingresos; comerciantes, plomeros, 
taxistas, meseros, jubilados, amas de casa, etc., quienes ante una emergencia económica, de salud, educativa, de 
vestido o de alimento, no dudan en desprenderse de sus pocos bienes para enfrentarlas; y quienes debido a la 
naturaleza de sus actividades no poseen forma alguna de comprobar sus ingresos, se ven obligados a recurrir al 
empeño. 

Estos usuarios solicitan préstamos que van de 800 a mil 500 pesos, en periodos que van de 1 semana a 5 meses; 
quienes después de un tiempo y debido a los altos costos del empeño y la poca transparencia en las operaciones de 
esta actividad, no logran recuperar sus prendas perdiendo así, parte de su reducido patrimonio. 

El préstamo prendario nació en México en 1775, con la fundación del Real Monte de Piedad de Animas de la 
Nueva España con el objetivo es brindar ayuda económica a las clases de más bajos recursos, otorgándoles 
préstamos de dinero mediante una prenda. En sus orígenes, esta actividad carecía de lucro y tenía fines altruistas al 
ayudar a los más necesitados. 

La evolución del préstamo prendario ocasiono la evolución en la legislación en la materia, en sus inicios esta 
actividad fue regulada por la legislación civil, ya esta actividad se realizaba mediante contratos de carácter privado 
que solo atañían a las partes que lo convenían, y donde el riesgo era asumido por una de ellas. Los instrumentos 
que utilizaban eran el contrato de mutuo y la prenda, que hasta nuestros días son regulados en el Código Civil 
Federal. 

Artículo 2384. El mutuo es un contrato por el cual el mutuante se obliga a transferir la propiedad de una suma 
de dinero o de otras cosas fungibles al mutuario, quien se obliga a devolver otro tanto de la misma especie y 
calidad. 

Artículo 2856.- La prenda es un derecho real constituido sobre un bien mueble enajenable para garantizar el 
cumplimiento de una obligación y su preferencia en el pago. 

El 6 de junio de 2006 se publicó en el Diario oficial de la Federación, la reforma que adicionó el artículo 65 Bis a 
la Ley Federal d Protección al Consumidor y reformó el artículo 75 del Código de Comercio que definió 
perfectamente las casas de empeño comerciales. 

Se hizo competente a la Procuraduría Federal de Consumidor para intervenir en este tipo de operaciones, y se 
definió el carácter comercial de sus operaciones. 



El 1 de enero de 2008 entró en vigor la Norma Oficial Mexicana NOM-179-SCFI-2007, en la que se establecieron 
los requisitos de información comercial que deben proporcionar las casas de empeño al consumidor, así como la 
información que debe contener el contrato que le entregaran. 

Esta norma también obliga a las casas de empeño a registrar sus contratos de adhesión ante la Profeco, quien se 
encarga de revisar que su clausulado no incluya condiciones abusivas contra el consumidor. 

El 27 de mayo de 2008 se reformó la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros en 
materia de contratos de adhesión, publicidad estados de cuenta y comprobantes de operación emitidos por 
entidades comerciales. Esta reforma obligó a las casas de empeño a proporcionar el costo anual total, las 
comisiones que se cobran, el almacenaje, la comercialización, etcétera. 

El 16 de enero de 2013 se reformó la Ley Federal de Protección al Consumidor adicionándose los artículos 65 Bis 
1 a 65 Bis 7, los cuales establecen con precisión los requisitos para obtener por parte de Profeco, y en específico 
del Registro de Casas de Empeño, la inscripción obligatoria para operar como tales. También se especifican las 
demás obligaciones que deben cumplir mientras operen como casas de empeño. 

Aun con estas reformas y cambios en la legislación en la materia, la realidad ha terminado por imponerse, con el 
paso del tiempo, los pobres se han vuelto más pobres; la difícil situación económica de las clases más vulnerables 
de la sociedad mexicana, se ha agravado con los altos índices de desempleo, orillando a amplios sectores de la 
población al autoempleo y a la informalidad; quienes tienen necesidades de financiamiento, lo que provocó el 
surgimiento de las casas comerciales de empeño, en 1996. 

Teniendo por un lado un gran sector demandante de financiamiento y por otro lado a un ofertante de efectivo, el 
éxito no se hizo esperar. 

Según los datos del Censo Económico de 2010, las casas de empeño crecieron 390 por ciento: pasaron de mil 589 
en 2005 a 6 mil 200 para fines de 2010. 

Este crecimiento exponencial en el número de este tipo de establecimientos, muestra claramente que la necesidad 
de financiamiento de las clases más necesitadas nunca ha sido cubierta por el sector financiero mexicano. 

Para el otorgamiento de un crédito, los bancos y otras instituciones financieras solicitan muchos requisitos, el 
tiempo de respuesta para una solicitud de préstamo es muy largo y en otras ocasiones los costos son muy elevados. 

Por estas razones, la gente prefiere acudir a las casas de empeño, que en la actualidad se han consolidado como un 
negocio que ofrece empleo a más de 18 mil personas y su valor oscila entre 25 mil millones de pesos anuales. 

Las casas de empeño se dividen en dos clases: 

1. Los Montepíos o instituciones de asistencia privada (IAP), regulados en la Ley de Instituciones de Asistencia 
Privada y una junta de asistencia privada para cada uno de los estados del país, además de acatar 
recomendaciones de la Conducef. Entre los principales Montepíos en operación se encuentran el Nacional 
Monte de Piedad, Montepío Luz Saviñón y Fundación Dondé. 

2. Las casas de empeño comerciales constituidas por personas físicas y morales en la modalidad de sociedades 
anónimas, reguladas en la Ley Federal de Protección al Consumidor, Código de Comercio y Código Civil 
Federal. 

 

 



Pese a los grandes avances en la materia, es necesario continuar fortaleciendo el marco jurídico que regulas las 
actividades de las casas de empeño en beneficio de los consumidores para garantizarles seriedad, transparencia y 
formalidad en las operaciones que realicen con estos negocios, para evitar que caigan en manos de agiotistas y 
empresas informales que ponen en riesgo su patrimonio, respetando en todo momento la naturaleza comercial del 
préstamo prendario y reconociendo el papel de las casas de empeño al proveer de financiamiento a los sectores de 
la población de más bajos recursos garantizando en todo momento, la legalidad de las transacciones que se realizan 
en estos establecimientos. 

Como legislador, tengo la enorme responsabilidad de velar por los intereses de las clases más desprotegidas para 
que sus patrimonios no corran riesgos y la tragedia económica no empañe sus hogares. 

Por todo lo expuesto, someto a consideración de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un tercer párrafo al artículo 65 Bis 4 de la Ley Federal de Protección al 
Consumidor 

Artículo Único. Se adiciona un tercer párrafo al artículo 65 Bis 4 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, 
para quedar como sigue: 

Artículo 65 Bis 4. ... 

... 

El derecho que tienen los pignorantes a liquidar anticipadamente el préstamo con la consiguiente reducción 
de intereses, en cuyo caso no se le podrán hacer más cargos que los correspondientes a la parte proporcional 
de los gastos de almacenaje de la prenda. 

Transitorio 

Único El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 
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“Quien es quien en los créditos prendarios”: laprimeraplana.com.mx 

“El empeño, una opción de préstamo”, Gustavo Garrido. El Heraldo de Tabasco, 28 de diciembre de 2009 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de febrero de 2014. 

Diputado Salvador Arellano Guzmán (rúbrica) 
 


